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est95 los términos en los que se plantea el presente recurso df': amparo;
en él se impugna la Sentencia dtctada en apelación por el Juzgado de
Instrucción de Sueca por no haberse estimado la excepción de prescrip.­
ción de la. falta ni pronunciado' sobre tal extremo, limitándose a dictar
un pronunciamiento condenatorio_contra el recurrente en amparo como
autor de una falta de lesiones por imprudencia.

ID. Larepresentación Betora, a su vez, presentó escrito de alegacio·
Des el 10 de mayo inmediato. Tras dar por reproducido el alegato
contenido en su demanda y tras reiterar el momento en que hizo la
oportuna denuncia' de la vulneración .de su derecho fundamental, es
decir, en el acto de la vista de la apelación, entiende que el no
pronunciamiento por parte del Juez ad quem de la cuestión relativa a la
pres~ripción le ha lesionado su derecho a la tutela judicial efectiva.

La paralización del procedimiento, constatada claramente en autos,
produce la prescripción de la acción penal y cuando tal instituto se
Invoca ante el órgano judicial éste ha de, como mínimo, pronunciárse
al respecto, es decir, dar respuesta a un término del debate procesal tal
como prescribe el arto 142 L.E.Crim. '

y no haberlo hecho así, se vulnera el art. 24 c.E., que establece, en
sus dos apartados, el derecho de toda ~rsona a obtener la tutela judicial
efectiva de Jueces y Tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses
legítimos sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión; así
como también consagra el derecho a un proceso público sin dilaciones
indebidas, y con todas .las garantfas, y a la defensa en los procesos
judiciales... . ,

Así se sitúa al recurrente en una evidente situación de indefensión,
derivada del hecho de haber sido condenado" cuando debía haberse
considerado extinguida la acción penal, o de haberlo sido, sin haberse
pronunciado el órgano judicial sobre todos,los puntos y extremos de su
defensa, lo que justifica sobradaménte,. entiende el actor, la interposición
~el presente recurso., -

11. Por Auto de la Sala Primera de 30 de enero de 1989 se acordó
Ja suspensión parcial. de la ejecución de la Sentencia confinnada en
grado, de apelación por el Juzgado de Instrucción "de Sueca. De este
modo, por un lado. se supeditaba el abono de las indemnizaciones a que
se prestara por los beneficiarios de las mismas afianzamiento suficiente
al Juicio del Juez compet-ente y por otro se suspendía la ejecución de la
condena en relación 'a la pena de reprensión privada y de la suspensión
temporal del permiso de conducir., '

12. Por providencia de la Sala de 8 de octubre de 1990 se fijó para
deliberación y vo~ción ·'de la Sentencia el día 26 de -novIembre,
quedando conclusa con esta fecha.

n. Fundament.. jnrfdicos

1. El actor pretende que su derecho a la tutela judicial efectiva ha
sido vulnerado porque el Juez ad quem, que resolvió su .recurso de
apeJación, dictó una Sentencia confirmatoria de la que le habia
condenado en ¡'uicio de faltas sin hacer alusión alguna a la cuestión
suscitada por é sobre prescripción de la falta.

Debe concretarse, antes de entrar en el fondo del asunto, el objeto del
presente recurso. Y no puede éste ser otro que la real existencia de tal
lesión. declarando si así fuere la nulidad de la Sentencia dietada por ,el
Juez de Instrucción de Sueca en grado de apelación. En ningún caso
podría constituir nuestro objeto la estimación de la propia prescripción,
porque ello supondría una decisión sobre los hechos y su calificación
jurídica que son la base de la presunta lesión, lo cual está vedado a este
Tribunal. Criterio ya establecido J?or nosotros, señalando que ello
corresponde con plenitud de jurisdicción a los Tribunales' ordinarios
ante los \ue el juicio penal se ventile (STC 157/1990. fundamento
jurídico 5. ). ~

Sala Segunda. Sentencia 199/1990. de JO de diciembre.
Recursos de amparo 1.1771988 y 1.178/1988 (acumula­
dos). Contra Sentencia de Tribunal Central de Trabajo.
dictadas en autos sobre jubilación. Supuesta vulneración de
los principios de igualdad, seguridadjurídica e irr~roacti~'i·.d _

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Eugenio Díaz EimiJ, don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don
José Luis de los Mozos y de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo
y don José Gabaldón López, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENOA
En los recursos de amparo acumulados núms. 1.177/88 y 1.178/88,

interpuestos por el. Procurador· de los. Tribunales don Argimim Vázquez

2. Dado que se ha llegado a la fase terminal del proceso y el
demandante impetra el amparo por una falta de atención a úno de sus
pedimentos, es decir,.por una incongruencia omisiva que tendría cobijo
en el arto 24.1 C.E., debe esta cuestión resolverse puesto que la alegación
de prescripción aún no utilizada en la primera instancia-se puso de
manifiesto al órgano judicial de apelación sin que éste le di~se respuesta
en su Sentencia. .

Estaríamos, por tanto ante una inco~encia omisiva a la que este
Tribunal ha dado respuesta ya en múltiples resoluciones (entre otras
muchas. las SSTC 59/1983. 5/1986, 8, 84, 116. 169/1988, 91/1989 Y
175/1990)_ En esta última afirmábamos que desde la perspectiva del
derecho a la tutela judicial, el problema de'la relevancia que corresponde
atribuir a la ausencia de respuesta judicial expresa respecto de alegacio­
nes que de ser admitidas, impedirían un pronunciamiento de fondo, no
es susceptiblede-ser resuelto con un criterio unívoco que en todos los
supuestos lleve a considerar dicho silencio como lesivo o no del derecho
fundamentaL Antes bien, en cada caso concreto deberán tenerse
presentes las circunstancias que en el inismo concurran para establecer
si el silencio del órgano judicial puede o no ser razonablemente
interpretado como desestimación tácita que satisfaga suficientemente las
exig~ncias del.derecho a la tutela judicial. . .

3. Procede en este caso desestimardrecúrso 'a 'la luz de esa
consolidada doctrina deJ Tribunal, porqu~ si,bien es cieno que.el 'Juez
de apelación no dio una respuesta ponnenorizada al entonces y 'ahora
recurrente sobre la alegada prescripción de la falta por paralización del
procedimiento ante el Juez a quo como hubiera sido deseable, no resulta
menos cierto que la desestimación de su petición queda implícita pero
claramente contenida en la resolución que ahora se impu¡na. En efecto,
al dictarse Sentencia por la que se declara, contbnne a Derecho la de
primera instancia (fundamentojuridico 2.°) y se abunda.en la culpabili­
dad del actor, inciusoconsiderando aquélla benévola (fundamento
jurídico 3.°), no puede afirmarse Que el Juez ad quemo desentendiéndose
de la petición fonnulada la haya pasado 'por alto, denegando en el,fondo .
la justicia gueestá obJigado a dispensar (SSTC 29/1987, fun4amento
jurídico 3.°; 8/1989, fundamento juñdico 3.~;alites al contrario, la
desestimación tácita, no "fue allí equivalente a UDa incongruencia por
omisión al desprenderse con claridad del tenor de la Sentencia impug­
nada que ,la misma desestimaba el alegato de prescripción hecho valer
por la representación actora en la segunda instancia.

FAU.O

En atención a todo Jo expuesto, el Tribunal Constitudonal, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNs.TITU0I6N DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA, .. "

Ha decidido

. Primero.-Denegar el amparo solicitado por el pr~\!:rador de los
Tribunales don Antonio Rueda Bautista en ripmbre de don Enrique
Gamón Bosch.

Segundo.-Levantar la suspensión parcial de la ejecución de la
Sentencia dictada por el Juzgado de Distrito.de Sueca de 12 de junio de
1985 (juicio de faltas 356/85), confirmada· posteriormente en apelación.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial de~ Estado».

Dada en Madrid a diez de diciembre de mil novecientos
noventa.-Eugenio Díaz Eimil...Miguel Rodriguez.Piñero y Bravo­
Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodriguez
Bereijo.-José Gabaldón lópez.-Finnados' y rubricados.

Guillén. en nombre y representación de don FranciscO deja Cruz A¡ustí
Y don Antonio- Femández Pérez, contra .. las .Sentencias del Tribunal
Central de Trabl\jo (Ter) de 26 de ahril y 9 de mayo de 1988. recaldas,
respectivamente, en los recursos núms. 8,S0188 y 1.928/8&. Ha compere­
cido el Ministerio Fiscal y el ,Instituto Nacional de la Seguridad Social
(INSS), representado por el Procurador de los Tribunales don Eduardo
Morales Price y asistido de Letrado don Juan ManuelSaurí Manzano.
Ha sido Ponente el Magistrado don José Luis de los Mozos y de los
Mozos., Quien expresa el parecer de la. Sala.

1. Antecedentes

-I. Don Argimiro Vázquez Crumén, en nombTC-Y representación de
don Francisco de la Cruz Agustí. por escrito .que tuvo entrada en este
Tribunal el 24 d~ junio de 1988. interpone recurso de amparo contra la
Sentencia del TCT dé 26 de abril del mismo año, dietada en autos sobre
jubilación. Invoca los arts. 93 y 14 C.E.
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2. La demanda de amparo tiene como base los. siguientes l'l.ntece­
dentes:

a) El demandante de amparo, pensionis14 de la Seguridad Social,
Régimen General, desde su Jubilación anticipada el 4 de diciembre
de 1984, percibía además de la pensión de la Seguridad Social un
complemento de pensión. en virtud de lo en sú día pactado en Convenio

·Colectivo por la Empresa privada PETROLIBER, a la Que había
prestado sus servicios, con cargo a un fondo nutrido en parte por
aportaciones de los trabajadores.

b) ElIde octubre de 1985, PETROUBER fue absorbida por
ENPETROL, S. A., pasando a ser una Empresa con participación
mayoritaria estataL

e) En enero de 1987 no le fue revalorizada su pensión de jubilación,
en aplicación del limite máximo de 187.950 pesetas establecido por la
Ley 21/1986, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado
para 1987, y Real Decreto 2620/1986, de 24 de diciembre, al entender
que, dada la naturaleza pública del complemento de pensión otorgada
por la Empresa, éste debe sumarse a la pensión otorgada por el INSS a
los efectos de determinar el tope máximo de pensión.

d) . Frente a'ello. reaccionó el recurrente interponiendo reclamación
prevIa Y. tras su desestimación, demanda ante la jurisdicción laboral. Su
pretensión fue estimada por Sentencia de 22 de diciembre de 1987 de
la Magistratura de Trabaio núm, 3 de La Coruña; la base del pronuncia·
miento se encuentra en la consideración, del complemento de pensión
Que pe:rcibe el actor de su Empresa. como percepción de naturaleza
salana! diferida.

.. e) Contra esta Sentencia el INSS interpuso recurso de suplicación,
que tras los trámites procesales oportunos, concluyó mediante Sentencia
de 26 de abril de 1988, estimatoria del mismo' y revocatoria de la
Sentencia impugnada. En esta resolución judicial se sostiene que, siendo
cierto que cuando se causó el complemento de pensión, éste .se
financiaba con los recursos privados de PETROLIBER, con posteriori­
dad esta Empresa fue absorbida por ENPETROL, Empresa con partici­
pación mayoritaria estatal, por lo que teniendo sus recursos la naturaleza
de públicos, este complemento de pensión tiene que computarse con la
pensión otorgada por el INSS, a los efectos de aplicar el tope máximo
de las 187.950 pesetas establecidas legalmente.

3. Contra esta ultima Sentencia se interpone recurso de amparo ~r
presunta vulneración de los am. 9.3 y 14 C.E. El primero habría sIdo
lesionado, a juicio del demandante, por la inseguridad ¡'uridica y
supresión de un derecho adquirido producidas. Por su parte e principio
constitucional de igualdad habría sido lesionado por la discriminaCión
producida frente a otros compañeros jubilados con derecho reconocido
por Sentencia firme anterior a la fecha de absorción de PETROLIBER
(Empresa privada) por ENPETROL (Empresa con participación mayori­
taria estatal); así como frente a los compañeros jubilados que ,optaron
por percibir una cantidad a tanto alzado en lugar de una pensión; o en
fin. por la desigualdad con respecto a otra Sentencia del TCT de 28 de
octubre de 1986. Cita, asimismo, los am. 50 y 53.3 del Texto constitu­
cional.

De acuerdo con todo ello, el demandante de amparo solicita se
declare la nulidad de la Sentencia de 26 de abril de 1988, del TCT,

-·preservando o restableciendo los derechos que se entienden vulnerados.
4. Por providencia de 21 de noviembre de 1988, la Sección Segunda

". (en la actualidad Sección Tercera) de este Tribunal admitió a trámite "la
demanda, acordando de conformidad con el arto 51 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional (LOTC) requerir al TCT y a la Magistratura
de Trabajo numo 3 de La Coruña para que, en el plazo de diez días,
remitieran, respectivamente, testimonio del recurso de sUl'licación
numo 880/88 y de Jos autos 1.378/87, interesándose al propio tIempo se
emplazara a quienes fueron parte en mencionados procedimientos, con
excepción del recurrente, para que, en el plazo de diez días, pudieran
comparecer en este proceso constitucional.

5. Por providencia de 3 de abril de 1989, la Sección acordó tener
por recibidas las actuaciones remitidas por el TCT y por la Magistratura
de Trabajo numo 3 de La Coruña. Asimism"o, se tuvo por personado y
parte, en nombre y representación del INSS, aJ Procurador de los
Tribunales señor Morales Price.

A tenor de lo dispuesto en el art. 52 de la LOTC, se concedió un
plazo comun de veinte días al Ministerio Fiscal y a los Procuradores
señores Vázquez Guillén 'y Morales Price, para que, con vista de las
actuaciones, pudieran presentar las alegaciones oportunas.

6. La representación procesal de los recurrentes, por escrito que
tuvo entrada en este Tribunal el 28 de abril de 1989 reitera y da por
reproducida la demanda de amparo.

7. La representación del INSS, por escrito presentado en este
Tribunal e128 de abril de 1989, se opone a la estimación de la demanda.
Entiende que no ha existido vulneración del art. 14 C.E., en cuanto que.
de acuerdo con la jurisprudencia de.este Tribunal (de la que cita varias
resoluciones), es posible que un órgano judicial pueda apartarse de sus

precedentes siempre "¡ cuando el cambio de criterio aparezca suficiente--_
mente motivado, Cita asimismo Sentencias del T.C.T., de fechas
posteriores a la hoy impugnada, en las que se mantiene el criterio por
ésta sustentado y, _por último, sostiene que el problema no es de
retroactividad de la ley, sino de aplicación del tope ¡:náximo de pensión.

8. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, en escrito presentado
el 27 de abril de 1989, alega que el principio de ~uridad jurídica
plasmado en el art.9.3 C.E., no está configurado como un derecho
fundamental susceptible de protección a través de amparo (art, 41.1
LOTC) por lo que la alegación efectuada no puede tener acoaida y debe
ser desestimada. A mayor abun~miento cita las SSTC 65/1987 y
134/1987 en la que se establece que ~dos afiliados a la Seguridad Social
no ostentan un derecho subjetivo a una cuantía determinada de las
pensiones futuras» ... porque «la incidencia en los derechos, en cuanto
a su proyección hacia el futuro no p.crteilece al campo estricto de la
irretroactividad, sino al de la proteccIón que hayan de recibir» ... y «no
existen efectos retroactivos prohibidos porque la eficacia de la norma se
proyecta hacia situaciones futuras». Asimismo, sostiene, que no se ha
producido vulneración al principio de igualdad en aplicación de la Ley
al entender quelos"términos aportados como comparación son impreci­
sos e inadecuados por tratarse dé· situaciQnes distintas.

9. Don Argimiro Vátquez Guillén,·en nombre y representación de
don Antonio Ferná.ndezPérez, por escrito presentado en este Tribunal
el 24·dejunio de 1988, interpone recurso de amparo contra la sentencia
del T.e.T. de 9 de mayo de 1988. La fase fáctica y juridica del presen~
recurso es idéntica a la existente en el registrado con el numo 1.177/88,
lo que' excusa la necesidad de reproducir aquí los argumentos de la
demanda.

10. Admitida a trámite la demanda, ~vacuados los trámites proce­
sales pertinentes, la Sección Cuarta dietó Auto acordando la acumula·
ción.

11. Por providencia de 8 de oetubre de 1990, se acordó señalar el
día 23 de noviembre para la deliberación y votación de la presente
Sentencia, quedando incluida en el día -de 18 fecha "

11. Fundamentos 1~~IJlf~'""

1. En los presentes reCUrsos de ampáro: los recurrentes don
Francisco de la Cruz Agustí y don· Antonio Fernández Pére'Z impugnan
las Sentencias del T.C.T. de 26 de abril y9 de mayo de 1988,
respectivamente. " "

En esencia las Sentencias impugnadas estiman que no procede la
revalorización de la pensión otorgada por la~dad Social~que los
interesados perciben además de ésta un complemento de pensión B cargo
de la Empresa, que si bien cuando se causó era financiado con TeCUr50S
privados (Ios de «Petroliber»), desde el I de octubre de 1985, tales
recursos tienen la naturaleza de públicos, al -proceder de la Empresa
«Enpetral» (Empresa con participación mayontaria estatal) que absor·
bió a «Petroliber». Aplicando, en definitiva, los am. 27 y 34 de la Ley
21/1986, de Presupuestos Generales del Estado para 1987, y el arto 9.4
del Real Decreto 2620/1986, de 24 de diciembre, sobre revalorización de
pensiones del sistema de la Seguridad Social y de otras prestaciones de
protección social pública para 1987~que establece que cuando la suma
de las pensiones concurrentes supera )a cantidad de 187.950 pesetas
mensuales, las de la Seguridad Social no serán objeto de revalorizaCión.

Para los recurrentes, en suma, las Sentencias impusnadas suponen
una violación de los principios de igualdad, seguridadjuridica, irretroac­
tividad y derechos adquindos1 reconociQos por la Constitución en sus
arts. 14 y 9.3, en cuanto que Im~iden la revalorización"de su pensión.
Esto no obstante resulta necesano advertir, desde el principio, que en
buena técnica jurídica la cuestión planteada no es de revalori%aC1ón de
las pensiones, sino de aplicación del techo máximo fijado para las
mismas, limitación en la cuantía de las pensiones que se mantiene
temporalmente mientras no se modifique, como se viene haCiendo en las
distlDtas leyes de Presupuestos Generales del Estado, y cuya constitucio-
nalidad ha.sido ya reconocida por este Tribunal en STC 134/1987. •

2. Planteada en estos términos la cuestión debatida, y centrándose
en tomo a la presunta vuhleración del arto 9.3 C.E., conforme a reiterada
doctrina de este Tnbunal, el referido precepto queda fuera de los
Derechos prote¡idos por el recursQ de amparo, no Siendo, al menos por
sí solo. susceptible de fundar un recu~o de amparo de acuerdo con el
art. 53 C.E. y 41.1 WTC,

En todo caso, hay que poner de relieve que los prinCipios de
irretroactividad y seguridad juñdica plasmados en el 3rt. 9.3 C.E., se
predican en cuanto a la norma, entendida ésta como configuración
genérica de disposición"y no en relación con los hechos, de tal mOdo que,
renovada la situación fáctica determinante de cambio en la aplicación de
la norma, no puede imputarse a ésta la vulneración de dichos principios,
pues el cambio no es del ordenamiento juñdico sino de los hechos que
obligan a nuevo y diferente encuadramiento legal.

Por otro lado, y como se ha dicho ya en otras -ocasiones por este
Tribunal, sólo puede afirmarse que la norma es retroactiva, a efectos del
art. 9.3 C.E., cuando incide sobre relaciones consagradas y af~ a
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situaciones agotadas, de tal modo que la iricidencia" en los derechos, en
cuanto a su protección en el futuro no pertenece al campo estricto de la
retroactividad (SSTC 42/1986 y 99/1987). Por lo que procede excluir la
presencia de efectos retroactivos constitucionalmente prohibidos-en· el
presente caso, en cuanto Que DO se ven·afectados los derechos consolida·
dos a la prestación ni· se priva a los beneficiarios de las prestaciones
devengadas, proyectándose los efectos de la aplicación de la norma sófo
en relación a situaciones futuras (STC 65/1987).

3. . La lesión del derecho fundamental invocado por los recurrentes
es el derecho a la igualdad que proclama el arto 14 C.E. y tiene una doble
vertiente. No nos coITeSponde examinar la corrección desde el plano de
la legalidad de la calificación como público del complemento de pensión
abonado por la Empresa para 10 que no es competente este Tribunal,
sino, partiendo de esa calificación realizada por el órgano judicial
competente, examinar sólo si la aplicación a los recurrentes del techo
máximo fijado para las pensiones públicas ha lesionado los derechos
fundamentales Invocados por ellos. Por, un lado, la igualdad en la
aplicación judicial de la ley,' sosteniendo que la ruptura de la igualdad
se produce por contradicción entre lo· que argumentan y resuelven las
Sentencias objeto del recurso de amparo y otra' del mismo Tribunal que
guarda con aquéllas. según el recurrente, la igualdad de supuestos y la
disparidad de respuesta judicial. Por otro Jada, para sustentar un
tratamiento discriminatorio, sostienen los recurrentes que a otros
trabajadores jubilados se les ha dado un tratamiento distinto .y más
beneficioso, bien mediante la no aplicación del tope a la cuantía de sus
derechos, bien mediante· el reconocimiento de una cantidad a tanto
alzado. Procede analizar por separado estos dos aspectos de la preten~

sión de los recurrentes. ,
En reiteradas ocasiones este Tribunal ha declarado que para determi­

nar si se ha vulnerado el principio de igualdad en la aplicación de la' ley
por los órganos judiciales es preciso la concurrencia de dos requisitos:
Igualdad sustancial de los casos pre~lJUrada por la semejanza de los
hechos básicos 1 de la normativa aplIcable y que no se ofrezca en la
resolución modificativa la fundamentación adecuada y justificadora del
cambio decisorio (STC 120/1987).

En el primer aspecto·es de advertir que la Sentencia invocada como
término de comparación estudia y resuelve un supuesto de hecho
diferente en cuanto que,a ;presupuesto consiste en la percepción de una'
pensión de la·Seauridad Social junto con otra externa al sistema «y cuya
fuente es un patrimonio privado» (fundamento jurídico 2.D , Sentencia .
del T.C.T., de 28 de octubre de 1986), dato que en definitiva (financia·
ción o no financiación de la pensión complementaria con fondos
públicos), rompe la semejanza de los términos de comparación pretendi·
dos tal, y 'como declara· la propia, ·resolución judicial impugnada
recordando q~-su precedente resuelve «1a situación de; concurrencia de

una pensión pública (la de la Seguridad Social) con un complemento, a
ca~o d~ un .a~urador pro~esional patrimonio privado»., Asimismo,
aphca diSpOSICiones legales dIferentes, en cuanto que la Sentencia hoy
impugnada se refiere'a la imposibilidad de superar el tope máximo de
las pensiones percibidas p'odos actores y como consecuencia impide el
percibo de su revalorizaCión.. en tanto que la resolución judiciala~da
como término de comparación se refiere exclusivamente a la posibilidad
o no de revalorización de una pensión cuya cuantía- (sumando la pensión
propiamente dicha y el complemento, de pensión), no supera el tope
maxímo legalmente establecido. Tampoco se da el segundo de los
elementos analizados, en cuanto que las resoluciones judiciales a las que
se les imputa modificación de la jurisprudencia precedente, otorga o ..
contiene una fundamentación,adecuada y justificadora en interpretación
razonada y razonable de la legalidad ordmaría, y cuya línea junspruden­
cial ha sido efectiv.amente seguida en resoluciones Judiciales posteriores
por el T.e.T., segl)JLoportunamente alep, lactefensa del INSS.

Desde la otra vertiente. esto es, deL distinto y desigual tratamien_tD
Que se. ha dado. a otros· trabajadores jubilados., .según la tesis, de los
recurrentes bien manifiesta, aparece la no semejanza y eJ que está en la
base del presente amparo. No' sOn supuestos, totalmente equiparables los
de quienes optaron p()1",pen:ibir'ana cantidad,atanto alzado en lugar de
una prestació!1 periódica'.y:-los-hoy recurrentes que prefirieron 'percibir
una pensión mensual, ,en OWlnt() 'que la diferencia se concreta ptecisa.
mente'en esta ~ircunstancia;.tampoco se ,da entre aquellos .que.ti~nen
reconocido su derecho por, Sentencia anterior a la Jedia de absorción de
la Empresa, en cuanto que.el dato relevante y suficientemente justifica­
dor del cambio es precu:amente la absorción de una Empresa privada,
por una publica.

FALLÓ"

En ·~tención -a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITU,CIÓN DE LA NACiÓN
ESPA1'l"OLA. .

Ha decidido

Denegar eJaniparo, solicitado por don Francisco de ,la Cruz Agustí y
don Antonio Femández Bmz; ,'".. ••

Poblíquese esUl $ente"?" ea el «Boletín Oficial del I;stado».

603 Sala Segunda. sentenda 200/1990. de jo de diciembre.
Recurso de amparo 1.236/88, contra Sentencia del Tribu·
nal Central de Trabajo, dietada en recurso ·de suplicación
seguido contra Sentencia de la Magistratura de Trabajo
número 1 de lA Coruria .en procedimiento sobre declara­
ciónde cantidad, Supuesta 'vulneración del principio de
igualdad en la aplicación de la Ley.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Eugenió Díaz EimiJ, don Miguel Rodríguez~Piñ.ero y Bravo-Ferrer, don
José Luis de los Mozos y de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo
y don José Gabaldón López, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA.

En el rccuno de amparo núm. 1.236/88~'intel'])Ue'Stopor eL Procura·
dar de los Tribunales don JoSé Maria Abad Tundidor, 3ctuando en
nombre y representación de doña Maria Socorro Rivero Temprano y
102 personas más, contra la Sentencia· dietada ]lOr la Sala Primera del
Tribunal Central de Trabajo el 28 de abril de 1988, en el recuno de
suplicación núm. 2.356/86, interpuesto contra la Sentencia de, la
Magistratura de Trabajo nÚID. I de La Coruña, en el procedimiento
laboral 2.154/85, sobre reclamacióo de cantidad; Han sido porte el
Instituto Nacional de la Salud, repres,entado ~r el. PJ1?curador 40n
Manuel Gómez Montes, y ha comparectdo-el MImsteno FIscaL HaSldo
Ponente el Magistrado don Miguel Rodríguez-Pifiero y Bravo-Ferrer,
quien expresa el parecer de la Sala. .•

1. Antecedentes

L El día 6'deju1ió de 1988 tuvo entrada en el Registro General de
este Tribunal escrito, pre~ntado ante el Juzgado ·de Guardia el día 4

anterior, por virtud del cual el Procunidor de1osTn1>una1el don José
Maria Abad Tundidor, en nombre y representaciórtc1e .doña María
Socorro Rivera Tettlprano y 1(}2 personas.más, interpuso recuno de
amparo contra la Sentencia dietadai>or la Sala Prim~ del Tribunal
Central de Tra~ -el dIa 28 de .abril de 1988, en el recurso de
suplicación 2.356/86, en los autos seguidos ante la Magistratura de
Trabajo núm. 1 de,La.coruña, en el procedimiento núm. 2.154/85, por
infracción del principio de igualdad establecido en el art. 14 de la C.E.

2. La demanda se basa en' los siguientes hechos:

a) Los actOTeS·formularon -demanda, en reclamación de cantidad
contra el INSALUDante la Magistratura de Trabajo núm. 1 de La
Coruña, que el 15 de mayO de 1986 dictó Sentencia estimatoria de ¡as
pretensiones. .

b) Contra dicha Sentehcia interpuso'· recurso de suplicación el
INSALUD, oieodo impusuado de contrario. El 28 de abril de 1988, la
Sala Primera del Tribuual Centrál de Trabl\jo reVoc6!a Sentencia de
instanC'Ía: ,Y deses~1IlP lasPJ'Ctens,iones de los ~ores,

e) 'La 5enteIÍ-ci8 razon() así -Ja estim.a6n del TecursO de suplicación:

«Reiteaida .doctrina jurisprudencial (SSTS de 28 de mayo
.y lJ de diciembre de 1984 y de este Tribunal Centnú de
Trabajo de 10 de mayo y 3 de junio de 1985, 23 de octubre
y 19 de diciembre de 1986 y 29 de·dicíemb~ de 1987, entre
otras muchas), ba establecido que al personal saniIario de la
Seguridad Social se le ba de aplicar la prescripción de acciones
que dispone el art59 del Esl3tuto de los Trabl\iadores;
doctrina que se ha de 'extender también al _personal no
sanitario de la misma. Ahora bien, el plazo prescriptivo de un
año que este articulo fija, se ha de comenzar a contar en el
presente caso a partir del 1 de febrero de 1984; habida cuenta
que ea el pacto de abril de 1963, al establece"" la OOlipci60
cuyo cumplimiento ahora se reclama, se estipuló que la
efectividad·ele·la misma se llevaría ,a cabo a travb de 'los
presupuestos estatales oe' 1984 Ya panir de I de enero de ese
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